
Presentación

El regocijo nos embarga por poder entregar a los lectores el N° 2 de la Revista
de Derecho de la Defensa Pública. No es tarea fácil impulsar una publicación
oficial de calidad científica, pero, por fortuna, se ha contado con el apoyo y el
estímulo de las diversas autoridades que dirigen el destino de la Defensa Pública.

Ciertamente, el ver cristalizado el segundo número nos llena de satisfacción
porque así ya podemos decir, con propiedad, que somos una publicación perió-
dica. Recordemos que en el N° 1 se indicó que esta Revista se publicaría a su
propio ritmo y, como se observa, el que más se adecua a la institución es el anual.

Como revista general de Derecho, se ha mantenido una temática variada, aunque
siempre poniendo énfasis en las áreas jurídicas donde la Defensa Pública de -
sarrolla sus atribuciones. Además, podemos exhibir con orgullo que la Revista
se ha internacionalizado, ya que cuenta con seis colaboraciones foráneas de
muy elevada talla y profusión. Ello se debe a la ardua actividad de intercam-
bio e integración que ha desplegado la Defensa Pública en estos últimos años,
lo que permite resaltar que somos una institución de vanguardia en la escena
internacional. Igualmente, nuestros funcionarios, cuando han cumplido misio-
nes en el extranjero, han efectuado los enlaces para promocionar nuestro trabajo
y también a ellos debemos los lúcidos aportes foráneos. Otros de los objetivos
ha sido impulsar a los investigadores de la propia institución y, por ello, conta-
mos con su participación en este número, y a los anteriores se suman trabajos
de juristas de reconocidas universidades nacionales.

La Revista cuenta con tres secciones: Doctrina, Legislación y Jurisprudencia.

En la sección de Doctrina, el primer trabajo pertenece a la defensora pública
de la República del Paraguay, Janice María del Rocío Ayala de Girala, y se
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titula: “Del secreto de las actuaciones en el fuero de la niñez y adolescencia”.
La autora pone en cuestionamiento el derecho a la información en relación
con el derecho de reserva a la comunicación y la imagen que poseen los niños
o adolescentes en los diversos procedimientos administrativos o judiciales
donde participan o se discuten sus intereses, y postula la necesidad de que se
mantenga en secreto las actuaciones en esta área especialísima del Derecho.

El defensor público Ricardo Abrahán Brice Mijares nos acompaña en esta
oportunidad con un trabajo titulado: “La prisión preventiva de libertad y su
aplicación jurídica en Venezuela (visión analítica)”. Aquí el autor examina un
asunto de continua preocupación en el foro, como lo es la desproporcionalidad
en la aplicación de la prisión preventiva de libertad y sus consecuencias en el
correcto mantenimiento de las garantías esenciales en un Estado de Derecho,
tales como: el derecho a la libertad, presunción de inocencia, la prohibición
de pena anticipada, entre otras.

La profesora María Candelaria Domínguez Guillén suscribe un trabajo titu-
lado: “Panorama de los derechos de la persona en las distintas constituciones
de Venezuela”. Este estudio representa una sinopsis de los diversos textos
constitucionales que han regido sucesivamente los destinos del país, escudri-
ñando las disposiciones que regulan los derechos personalísimos. A través del
mismo se puede observar que existe una marcada tradición en lo que se refiere
a la regulación a los derechos a la igualdad, vida y libertad, así como en lo
tocante a la cláusula que determina el carácter enunciativo de los derechos
inherentes al ser humano.

El afamado catedrático español Joan Picó i Junoy nos envía gentilmente un
trabajo laureado que tiene por título: “El Derecho Procesal entre el garantis-
mo y la eficacia: un debate mal planteado”. Si bien el mismo ya ha sido
difundido en prestigiosas revistas así como en libros colectivos1, se considera

1 Vid. Revista Uruguaya de Derecho Procesal. Nº 3. Montevideo, 2003, pp. 399-408; La
Ley: Revista Jurídica Española de Doctrina, Jurisprudencia y Bibliografía. Nº 5.
Madrid, 2003, pp. 1769-1775; Advocatus. Nº 16. Lima, 2007, pp. 81-92; Derecho y
Sociedad. N° 38. Lima, 2012, pp. 274-280; Cuestiones Jurídicas. Vol. VI, N° 1. Maracaibo,



Presentación

oportuno reproducirlo en esta ocasión, ya que, además de la autoridad con que
aborda el tema, el mismo es de sumo interés ahora que avanza la discusión del
Proyecto de Código Procesal Civil venezolano2. Ciertamente, el autor se intro-
duce en el debate sobre cuál debe ser el modelo de juez civil. Aquel que limita
la actividad de este dándole el papel protagónico a las partes o el que otorga
facultades regladas al juez, como, por ejemplo, iniciativa probatoria o control de
la buena fe procesal de las partes. Así, demuestra que la decisión que se adopte
no deberá centrarse en una postura política, ya que, de hecho, el modelo no
depende de dicha percepción, sino en garantizar la eficacia del proceso como
instrumento del Estado para la justa tutela de los intereses litigiosos.

Cierra esta sección una colaboración extranjera de Irma Alicia Tamayo Torres
que se titula: “Una aproximación acerca de las políticas sociales y el acceso
a la justicia de las personas con discapacidad en Cuba”. El referido trabajo
examina las políticas sociales creadas en la isla, dirigidas a la protección de
las personas con discapacidad y el acceso a la justicia. Así, las características
demográficas de Cuba justifican un especial interés en el diseño de solucio-
nes jurídicas que se encaminen a brindarles protección a las personas con
discapacidad y a otros grupos en situaciones de vulnerabilidad.

La sección de Legislación abre con la contribución: “El aborto”, preparada
por el exmagistrado del Tribunal Supremo de Justicia y profesor universitario
Alejandro Angulo Fontiveros. El autor toma como referencia el denominado:
“Proyecto de Código Penal del Tribunal Supremo de Justicia”, que él elaboró
y donde se introduce la propuesta del “aborto libre”, y expone los argumentos
que justifican su implantación en la legislación venezolana, así como replica
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2012, pp. 11-31; Studi di Diritto Processuale Civile in onore di Giuseppe Tarzia. T. I.
Editorial Giuffrè. Milano, 2005, pp. 213-230; Modernización de la justicia civil. 
Universidad de Montevideo. Santiago Pereira Campos, coord. Montevideo, 2011, 
pp. 295-310; Proceso civil e ideología: un prefacio, una sentencia, dos cartas y quince
ensayos: Moción de Valencia (2006), Declaración de Azul (2008). Tirant lo Blanch. Juan
Montero Aroca y Adolfo Alvarado Velloso, coords. Valencia, 2011, pp. 117-137.

2 Concretamente, el 15 de diciembre de 2015, comenzó la segunda discusión del
proyecto por la Asamblea Nacional.



Revista de Derecho de la Defensa Pública • No 2 • 201614

vehementemente las críticas que desde la doctrina se hicieron a la referida
propuesta. En fin, no dudamos que el trabajo se convertirá en estudio de obli-
gada consulta para todos aquellos que deseen reflexionar sobre dicho tema
tan polémico y que, lamentablemente, está cargado de exagerados prejuicios.

Los investigadores Eduardo Barajas Languren, José Zaragoza Huerta y José de
Jesús Osorio Hurtado nos envían una colaboración titulada: “Los menores
infractores y la legislación mexicana, una perspectiva criminológica”. El artículo
explica el tratamiento legal en México de los adolescentes en conflicto con 
la ley penal. Señala que se debe incorporar dentro del vocabulario técnico la
expresión: “trastorno disocial”, para referirse a estos adolescentes que vulneran
derechos con repercusión penal. Así también, al efectuar un análisis de la nor-
mativa resalta como debilidad la carencia de un examen clínico-criminológico
para lograr la adecuada rehabilitación del adolescente infractor de la ley penal.

El profesor paraguayo Mario Alberto Bobadilla Moré nos obsequia la colabo-
ración titulada: “La prisión preventiva del adolescente infractor: especial
énfasis en las reglas, excepcionalidad y temporalidad de su aplicación”. 
El autor estudia un tema que ha desvelado a la doctrina especializada en
materia de responsabilidad penal del adolescente. Ciertamente, la correcta
interpretación y aplicación de la prisión preventiva ha ocasionado diversos
debates por cuanto, si bien se cuenta con normas internas e internacionales
que postulan con claridad que ella debe ser aplicada como último recurso, en
la práctica se observa que representa el común denominador. Aquí el autor,
antes de introducirse en el quid del problema, se pasea por los postulados y
principios que rigen este nuevo modelo de tratar a la infancia y desarrolla con
brillantez los principios que rigen la aplicación de la prisión preventiva.

Alejandro Gallotti participa con el trabajo denominado: “Límites y excepcio-
nes del secreto profesional del abogado”. El autor efectúa una descripción de
los instrumentos legales que regulan la institución del secreto profesional del
abogado, resaltando los fundamentos, sus excepciones y consecuencias en
caso de incumplimiento del referido deber ético.
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Por su parte, Indira García Calles nos entrega una colaboración que titula:
“Protección del trabajador menor de edad en la legislación venezolana”. La
autora examina las normas de la Ley Orgánica para la Protección de Niños,
Niñas y Adolescentes y de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las
Trabajadoras que regulan el trabajo realizado por menores de edad, destacando
su especial capacidad de obrar en esta área, así como los derechos y deberes,
entre otros aspectos de interés.

Quien suscribe cierra esta sección con dos aportes: el primero, que corresponde
con unos breves comentarios que llevan por título: “La colocación familiar
como medida de protección de los niños y adolescentes”. Su preparación
obedece a la relevancia que la medida de colocación familiar tiene dentro del
ámbito profesional del defensor público en materia de protección de niños y
adolescentes, y en consecuencia se efectúan acotaciones a la normativa legal
que rige la misma para coadyuvar a su adecuada interpretación y aplicación.
Concretamente, se coloca énfasis en su definición, clasificación, caracterís-
ticas, procedimiento, perfil del responsable y extinción de la medida.

La otra colaboración corresponde al texto preparado para la conferencia dic-
tada en el marco del Congreso Internacional de Abogacía 2015, donde se
disertó sobre: “Formas de organización de los servicios de defensorías públicas.
Especial referencia a la Defensa Pública de Venezuela”. La ponencia se cen-
tra en examinar el acceso a la justicia desde un nuevo enfoque que postula
una visión integral. Partiendo de la anterior premisa, se explica que un aspecto
medular para garantizar el acceso a la justicia son los servicios de represen-
tación jurídica, los cuales son explorados en sus diversos modelos y donde
ocupa un lugar privilegiado el de defensoría oficial.

La sección de Jurisprudencia lo compone un estudio escrito por el director del
Instituto de la Defensa Pública Penal de Guatemala, Remberto Leonel Ruiz
Barrientos, que se denomina: “El derecho a una tutela judicial efectiva desde la
dimensión práctica, un caso paradigmático”. Aquí, el autor vincula el derecho del
imputado a ser juzgado en un plazo razonable con el derecho a la tutela judicial
efectiva y para ello comenta una decisión judicial que aborda dicha temática.
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Ya para despedimos deseamos reiterar nuestro agradecimiento a todos aquellos
que desde la Defensa Pública hacen posible que esta publicación llegue 
a los lectores, infinitas gracias.

Prof. Edison Lucio Varela Cáceres
Editor


